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Ciudad de México, México
CONSIDERANDO
Que en los últimos 11 años en México han sido asesinados 69 periodistas y 11 más permanecen desaparecidos y ninguno de estos casos ha sido resuelto plenamente ni las autoridades de los 17 estados en los que han ocurrido y la PGR han obtenido sentencias definitivas contra todos los responsables, por lo que se desconoce el móvil en cada uno de los casos.
CONSIDERANDO

Que en el estado de Tamaulipas es donde más crímenes se han cometido, registrando 11 asesinatos desde 1987 hasta la fecha, 10 de los casos están bajo la jurisdicción de la Procuraduría General de Justicia del estado sin que hasta el momento hayan resuelto a fondo uno solo y las autoridades federales tampoco muestran resultados en las pesquisas sobre el crimen de Guadalupe García Escamilla, ni han sometido bajo su jurisdicción el resto de las indagatorias, a pesar de existir elementos para ello, como la SIP lo ha solicitado reiteradamente.
CONSIDERANDO

Que en el estado de Chihuahua han sido siete los periodistas asesinados en los últimos 21 años, cinco de esos casos están todavía en investigación por parte de la Procuraduría General de Justicia del estado, sin que presente desde 1991, cuando ocurrió el primer crimen, resultados y contundentes, los otros dos están en manos de la Procuraduría General de la República y tampoco ofrece resultados.
Que un caso especial es el del columnista Víctor Manuel Oropeza, en el que las autoridades de Chihuahua se comprometieron con la SIP a investigar a fondo, atendiendo la recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, pero ya no muestran voluntad de avanzar en las indagatorias y, por el contrario, pretenden cerrar el caso.
CONSIDERANDO

Que en los últimos años el estado de Michoacán se ha convertido en uno de los más peligrosos para ejercer el periodismo, existiendo permanentemente amenazas y presiones a periodistas y medios de comunicación, por parte del crimen organizado; siendo además el estado en donde más periodistas están desaparecidos, registrando tres casos entre 2006 y 2008: Jaime Antonio García Apac (2006), Juan Pablo Solís (2007) y Mauricio Estrada Zamora (2007)

Ni las autoridades federales y estatales muestran resultados claros y contundentes, en los casos de desaparición de los comunicadores ni en los cuatro asesinatos que se han cometido: el locutor Lázaro Cárdenas (1991), y los reporteros Ramiro Ramírez Duarte (1999), Jaime Arturo Olvera Bravo (2006) y Gerardo García Pimentel (2007); 
CONSIDERANDO

Que en la Ciudad de México existe el registro de siete periodistas asesinados entre 1993 y 1998, sin que alguno de los casos haya registrado avances con la captura de los responsables y el esclarecimiento del móvil en cada crimen.
CONSIDERANDO
Que en el estado de Oaxaca se viven diferentes tipos de presiones y violencia que son la política, la caciquil y la del crimen organizado, y en donde las amenzas y agresiones no se investigan y está situación ha arrojado hasta ahora siete comunicadores asesinados, cuatro casos están bajo la jurisdicción estatal: Raúl Marcial Pérez y los trabajadores del Imparcial: Raúl Marcial Pérez, Mateo Cortés Martínez y Agustín López; y tres expedientes más están en manos de la PGR: Bradley Ronald Will y las locutoras de radios comunitarias Flor Vásquez López y Teresa Bautista Flores. Sin que ninguna de estas autoridades haya llevado a la cárcel a alguno de los responsables.

CONSIDERANDO

Que en los últimos 10 años, en el estado de Guerrero han sido asesinados cinco periodistas, cuatro de los expedientes están en la Procuraduría General de Justicia de la entidad: Abel Bueno León, Pedro Valle Hernández, Leodegario Aguilar y Misael Tamayo Hernández, y sólo uno en la PGR: Amado Ramírez Dillanes. Ninguna de las investigaciones ofrece resultados claros ni a fondo; incluso en el crimen de Ramírez Dillanes recientemente la Comisión Nacional de Derechos Humanos evidenció las inconsistencias e irregularidades de las pesquisas que ponen en duda la actuación de las autoridades locales que primero tuvieron el caso en sus manos.
CONSIDERANDO
Que en sólo tres años, en el estado de Veracruz han sido asesinados cuatro comunicadores: Hugo Barragán Ortiz (2005), Roberto Marcos García (2006), Adolfo Sánchez Guzmán (2006) y Raúl Gibb Guerrero (2005), y uno permanece desaparecido desde el año 2003: Jesús Mejía Lechuga. En ninguno de los casos las autoridades estatales y federales han logrado someter a juicio a los responsables.
CONSIDERANDO

En el estado de Coahuila la violencia se ha ido incrementando paulatinamente en los últimos dos años y se manifiesta con amenazas, secuestros y crímenes de periodistas. En el año 2006 José Valdés fue asesinado y Rafael Ortiz Martínez desaparecido, en ninguno de los casos las autoridades locales han avanzado en las investigaciones, como tampoco lo han hecho en los casos más antiguos: el asesinato de Ezequiel Huerta Acosta (1989) y Cuauhtémoc Ornelas Ocampo (secuestrado en 1995).
CONSIDERANDO

Que en los estados de México, Jalisco y Morelos, las respectivas procuradurías generales de justicia tienen en total a su cargo 12 expedientes de crímenes cometidos contra periodistas y que permanecen impunes, ya que ninguno de los responsables a purgado una condena y todavía se desconocen las razones que motivaron la mayoría de estos asesinatos.

En el caso de Jalisco, el crimen del periodista estadounidense Philip True, permanece impune porque la Procuraduría General de Justicia de Jalisco conoce la identidad de los dos responsables, pero por negligencia desde hace cuatro años no los ha reaprendido, a pesar de haberse comprometido con la SIP en distintas ocasiones a hacerlo.

CONSIDERANDO

Que en el estado de Baja California han sido asesinados el reportero gráfico Dante Espartaco Cortés (1995) y dos periodistas del Semanario Zeta: Héctor Félix Miranda (1995) y Francisco Ortiz Franco (2004), los dos primeros casos están en manos de las autoridades estatales y no los han concluido a fondo, aunque en de Félix Miranda hay dos detenidos no se ha cumplido la recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para que indaguen sobre la existencia de un autor intelectual y la complicidad de funcionarios de la procuraduría.
El crimen de Ortiz Franco permanece impune, porque los responsables no han sido acusados penalmente, lo mismo que el atentado que sufriera el director del mismo semanario Jesús Blancornelas y que a pesar de que fue detenido un ex agente de la policía, Saúl Montes de Oca Morlett, que era parte del cártel de los Arellano Félix y podría estar vinculado con el ataque al periodista, todavía las autoridades no lo han sometido a juicio por este hecho.
CONSIDERANDO
Que en los estados de Sinaloa y Sonora las presiones políticas y las amenazas del crimen organizado han ido creciendo, y que en esos estados existen seis crímenes sin resolver a fondo por parte de las autoridades estatales y federales, por lo que la impunidad prevalece desde 1987, cuando fue asesinado Jesús Michael Jacobo en Sinaloa, al que se sumaron los asesinatos de Manuel Burgueño (1988) y Gregorio Rodríguez (2004), caso en el que están detenidos casi todos los responsables sólo falta el autor intelectual.
En el caso de Sonora los asesinatos de Benjamín Flores (1997), Alfredo Jiménez Mota (2005) y Saúl Martínez Ortega (2007), tampoco se han resuelto, sólo en el primer caso hay algunos responsables sometidos a juicio, pero en los otros dos nadie ha sido acusado, a pesar de las promesas de las autoridades de llegar a fondo.
CONSIDERANDO

Que las denuncias de reporteros y medios señalan que en Nuevo León siguen creciendo las amenazas y presiones de parte del crimen organizado y hasta ahora las autoridades estatales no muestran resultados claros y concretos sobre la desaparición del camarógrafo y reportero de Televisión Azteca, Gerardo Paredes y Gamaliel López, respectivamente, quienes desde mayo de 2007 se desconoce su paradero y no se ha mostrado voluntad para esclarecer el hecho y dar con los responsables.
CONSIDERANDO
Que en 2007 Chiapas comenzó a funcionar la Fiscalía Especializada en Atención a Delitos Cometidos en contra de Periodistas y que sometió a revisión los expedientes de los asesinatos de cinco comunicadores y en uno de los casos, el de Roberto Antonio Mancilla Herrera (1993), fueron detenidos y sometidos a juicio los tres autores materiales e intelectuales que eran policías y lo mataron porque los investigaba por casos de corrupción y prostitución.
CONSIDERANDO

Que la Procuraduría General de la República tiene bajo su jurisdicción las  investigaciones de los asesinatos de periodistas: José Ramírez Puente, Chihuahua abril 2000; Guadalupe Gacía Escamilla, Tamaulipas abril 2005; Enrique Perea Quintanilla, Chihuahua agosto 2006; Raúl Gibb Guerrero, Veracruz abril 2005; Francisco Ortiz Franco, Baja California junio 2004;  Bradley Ronald Will, Oaxaca octubre 2006, y Amado Ramírez Dillanes, Guerrero abril 2007, y que en ningún caso ha informado sobre el avance de éstas y tampoco ha sometido a juicio a todos los responsables

CONSIDERANDO

Que la Fiscalía Especial para la Atención a Delitos cometidos contra Periodistas de la PGR es una oficina que no cumple un  papel real de investigación, que no presenta resultados claros y contundentes, porque no tiene facultades legales suficientes, adolece de equipo técnico y humano, así como de recursos para atender la demanda que la situación en México presenta, por lo que es indispensable fortalecerla, replantear su función para que sea contundente y establecer métodos de trabajo que hagan transparentes sus actuaciones.
CONSIDERANDO

Que el Congreso del estado de Coahuila aprobó reformas a sus leyes penales y de asistencia social, que colocan los ataques a periodistas como un delito grave y castigan con mayor severidad a los responsables, además de dotar de beneficios sociales a las familias de los comunicadores asesinados, respondiendo así a la protección de una garantía fundamental que es la libertad de información y el derecho de la sociedad a ser informada.
CONSIDERANDO

Que a las cámaras de Senadores y Diputados han llegado distintas propuestas para fortalecer el marco normativo que permita perseguir de manera más eficaz los delitos cometidos contra periodistas, y siendo que el Ejecutivo ha manifestado su interés de proponer cambios legales en el mismo sentido, existen las condiciones para iniciar la discusión y aprobación de dichas propuestas en beneficio siempre de la libertad de expresión y el derecho a la información.

CONSIDERANDO 
Que el Principio 4 de la Declaración de Chapultepec establece: “El asesinato, el terrorismo, el secuestro, las presiones, la intimidación, la prisión injusta de los periodistas, la destrucción material de los medios de comunicación, la violencia de cualquier tipo y la impunidad de los agresores, coartan severamente la libertad de expresión y de prensa. Estos actos deben ser investigados con prontitud y sancionados con severidad”

II Encuentro de Editores del Interior de México resuelve

Exigir a la Procuraduría General de Justicia de Tamaulipas que resuelva todos los casos que tiene bajo su jurisdicción (Rubén Calderón Esquer 1997; Mario Morales Palacios 1999; Luis Roberto Cruz Martínez y Pablo Pineda Gaucín 2000; Saúl Martínez Gutiérrez 2001; Félix Fernández García, 2002; Roberto Mora García y Francisco Arratia 2004, y Ramón Téllez Conteras 2006) , de manera clara y eficaz. Ante la impunidad que ha prevalecido en el estado, demandar a la Procuraduría General de la República que atraiga estos casos, pues la ausencia de justicia y aplicación de la ley ha favorecido la violencia y la autocensura.

Reclamar a las procuradurías generales de justicia de los estados de Chihuahua, Michoacán,  para que cumpla con su responsabilidad constitucional y resuelva todos los casos de periodistas asesinados y desaparecidos que tienen en sus manos (en Chihuahua: Víctor Manuel Oropeza, Jessica Elizalde de León, Fernando Martínez Ochoa, José Luis Ortega Mata y José Barbosa Bejarano; y en Michoacán: Lázaro Cárdenas, Ramiro Ramírez Duarte, Jaime Arturo Olvera Bravo, José Antonio García Apac, Gerardo Israel García Pimentel, Juan Pablo Solís y Mauricio Estrada Zamora) y sometan a juicio a los responsables.
Comprometer al Ejecutivo Federal a que revise los casos de asesinatos y secuestros de periodistas ocurridos en Chihuahua y Michoacán, para que existiendo elementos para ello los atraiga bajo su jurisdicción ante la evidente muestra de falta de resultados de parte de las autoridades estatales y que investigue si no existe complicidad de parte de éstas para no resolverlos.

Exhortar a las procuradurías generales de justicia del Distrito Federal y de los estados de Veracruz, Guerrero y Oaxaca a que revisen todos los expedientes de periodistas asesinados o desaparecidos para que reabran las investigaciones o las fortalezcan y sometan a juicio a los responsables e impidan así que continúe la impunidad.
Ante la falta de confiabilidad en las investigaciones llevadas a cabo por autoridades de los estados de Veracruz, Guerrero y Oaxaca, exhortamos a la Procuraduría General de la República para que revise cada uno de los casos y los atraiga, para que sean sancionados verdaderamente los responsables.
Alentar a la Procuraduría General de Justicia de Coahuila a que investigue a fondo los casos de los periodistas asesinados y desaparecidos, para que no prevalezca la impunidad ni se favorezca el clima de violencia.
Exigir a las procuradurías de justicia de los estados de México, Jalisco y Morelos a que retomen las averiguaciones previas de los crímenes de periodistas cometidos en sus estados (México: Felipe González Hernández, Hugo Sánchez Eustaquio, Bonifacio Cruz Santiago y Bonifacio Cruz Cruz; Jalisco: Alberto Ruvalcaba Torres, MArgarito Morales Ramírez, Philip True y José Reyes Brambilla; Morelos: Alejandro Campos Moreno, Jorge Martín Dorantes, Enrique Peralta Torres y José Luis Rojas), las profundicen hasta descubrir las razones que motivaron esos hechos y detengan a los responsables.
Demandar a las procuradurías de justicia de Baja California, Sonora y Sinaloa, que resuelvan a fondo los casos de periodistas asesinados y desparecidos en sus estados, para que no prevalezca la impunidad.
Reclamar de forma enérgica al Estado Mexicano que cumpla de manera pronta, clara y eficaz, los acuerdos alcanzados en la reunión de trabajo sobre los casos de los periodistas Manuel Oropeza y Héctor Félix Miranda y así venere y acate de una vez por todas la recomendación emitida por la CIDH y que fue aceptada por las autoridades.

Exigir a la Procuraduría General de Justicia de Nuevo León que llegue al fondo de las investigaciones para que no prevalezca la impunidad y la incertidumbre entre los comunicadores al ignorar lo que ocurrió a los reporteros de Televisión Azteca y no someter a juicio a los responsables.
Comprometer a la Procuraduría General de la República que muestre resultados sobre los casos que tiene bajo su jurisdicción y que en una demostración de transparencia contra la impunidad informe puntualmente sobre cada uno de los casos que tiene de periodistas asesinados y desaparecidos, para terminar con el ánimo de incertidumbre y desconfianza hacia la autoridad.

Apremiar a la Procuraduría General de la República a que después de 11 años, muestre resultados contundentes en las investigaciones del atentado que sufriera Jesús Blancornelas, director del semanario Zeta, para que ese caso emblemático deje de permanecer impune.
Demandar al Presidente de México y al Procurador General de la República a reestructuren y doten de la fortaleza necesaria a la Fiscalía Especial para la Atención a Delitos cometidos contra Periodistas de la PGR, para que deje de ser una oficina de trámite y se convierta en protagonista del combate a la impunidad en México sobre estos temas
Invitar al Congreso de la Unión a que genere un espacio amplio de reflexión y discusión para que posteriormente sean aprobadas las reformas necesarias que doten de un marco eficaz a las autoridades encargadas de procurar y administrar justicia en el combate a los crímenes, amenazas, intimidación y secuestro de periodistas, sabiendo que el bien superior que protegerán esos cambios legales son la libertad de expresión y el derecho de la sociedad a ser informada, acorde a los tratados internacionales que México ha firmado y el Senado ha ratificado.

